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ace unas semanas, Enap anunció que 
por primera vez logró producir diésel 
a partir de 350 mil litros de aceite de 
cocina usado, recolectado de restora- 
nes y locales de comida rápida del país, 
transformándolo en un combustible 

con iguales cualidades químicas, pero 
significativamente reducido en carbono. En la refinería 

ubicada en Concón, la estatal consiguió una versión 
que cumple con la normativa chilena de combustibles, 
procesada a partir de desechos y 
que se estima que por cada litro 
reduce en cerca de 80% el CO2 

equivalente. 
Si bien esta tecnología data de los 

años “80, aún no ha alcanzado una 
escala de producción masiva que 
desplace el uso de los combustibles fósiles clásicos. Países 

como Argentina, Brasil, China o la Unión Europea están entre 
los mayores productores, liderados por Estados Unidos, que 
en 2023 alcanzó una capacidad de producción de diésel reno- 
vable de aproximadamente 282 mil barriles por día y registró 
importaciones superiores a 1,36 millón de toneladas métricas 
el mismo año. 

Entre los principales beneficios del biodiésel destacan su 

contribución a la reducción sustantiva de gases de efecto 
invernadero y la menor contaminación en cuerpos de agua, ya 
que en lugar de que se desechen aceites de cocina, se reutilizan. 
Naturalmente, el biodiésel tiene costos menores de producción, 
los que varían según la dependencia del mercado de los fósiles y 
de las oportunidades asociadas a la economía circular. 
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BIODIÉSEL, OPORTUNIDAD 
AMBIENTAL Y ECONOMICA 

Chile genera hasta 19 millones de 
toneladas de residuos industriales 
al año, pero una porción muy menor 

es recuperada. 
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Chile cuenta con una “Hoja de Ruta para un Chile Circular al 
2040”, lanzada en 2019 durante el segundo mandato del Presi- 

dente Sebastián Piñera, que fijó ambiciosas metas para 2030 y 
2040. Estas incluyen la generación de empleos verdes, la dis- 
minución de residuos sólidos por habitante y respecto del PIB, 
mejoras en la productividad, aumentos en la tasa de reciclaje y 
recuperación de terrenos degradados por vertederos ilegales. 

Sin embargo, datos del Ministerio de Medio Ambiente y es- 
tudios académicos apuntan a que en Chile se generan entre 17 
y 19 millones de toneladas de residuos industriales sólidos al 

año, de los cuales una porción muy 
menor ingresa a algún proceso de 
reciclaje, recuperación o circulari- 
dad. Apenas un 22% de los desechos 

se revaloriza y el restante 78% se 
elimina sin tratamiento alguno. 
La reciente experiencia de Enap 

abre, así, la oportunidad para repensar y revitalizar este tipo 
de iniciativas, a la luz de mejores incentivos -incluidos los 

tributarios- que estimulen a las empresas a invertir en eco- 
nomía circular, pensando además en los enormes beneficios 
ambientales, sociales y económicos que pueden obtenerse. 

Chile ha demostrado liderazgo en sostenibilidad median- 

te políticas de Estado enfocadas en energías renovables, 
minerales críticos y materiales estratégicos para la transición 
energética. Sin embargo, persiste el desafío de optimizar 
la gestión de recursos, reducir desechos y valorizar pasivos 
ambientales. En este contexto, tanto el sector privado como el 
público tienen la oportunidad de avanzar mediante innova= 
ción y una visión moderna de la economía, que priorice un 
desarrollo verdaderamente equilibrado. 
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TOMÁS FLORES 
ECONOMISTA LYD 

'n julio de 2022, el exministro Giorgio 

Jackson, usando un gorro del mismo 
color de los cilindros, realizó nume- 

rosos puntos de prensa con un balón 
de gas en la mano, tal como lo hizo Chávez 
en su momento, anunciando el plan piloto 
“Gas de Chile” que implementaría la Em- 
presa Nacional del Petróleo (ENAP), cuyo 
objetivo era vender este combustible a “un 

precio justo” y con ello impactar el equi- 
librio en dicho sector. De esta manera, la 

filial Gas de Chile compró 6.000 cilindros 

de 15 kilos, los llenó de gas y los vendió a 
$ 15.200, lo que era cerca de un 40% más 
barato que el precio de mercado. 

Sin embargo, posteriormente un oficio 
de ENAP reveló que el piloto implicó un 
desembolso de $ 591 millones, en donde 
Cada uno de los 6 mil cilindros que consi- 

deró el plan tuvo un costo de $ 117 mil, a lo 
cual se debe agregar la operación comercial 
propiamente tal. Este gasto fue asumido 
por el Ministerio de Energía, que debía 
reembolsar este dinero a ENAP, lo que no 
ha ocurrido hasta el momento. 

En ese contexto, el diputado (UDI) Marco 

  

Antonio Sulantay solicitó a la Contraloría 
la investigación de esta política pública, 
ante lo cual el ente fiscalizador, en su 

reporte N 858 de Investigación Especial 
ala subsecretaria de Energía, ordenó al 
Gobierno restituir los recursos destinados 

al proyecto “Gas a precio justo” e indicó 
que “dicha Subsecretaría deberá acreditar 

las gestiones efectuadas ante el Ministe- 

rio de Hacienda para responder a ENAP 
en esta materia”. En el evento de que no 
se haya realizado ninguna gestión, que 
es lo más probable, deben realizarse los 
sumarios respectivos para determinar las 
responsabilidades administrativas por no 
cumplir con lo acordado hace más de dos 

años. Por último, la Contraloría sostuvo 
que “no fueron establecidas formalmente 

las obligaciones y responsabilidades de 
cada una de las partes, así como tampoco 
se asignaron los encargados de supervisar 
el correcto funcionamiento del proyecto”. 

“El proyecto ha sido un fracaso de principio a fin. Es un 
ejemplo de improvisación de una política e con 
recursos fiscales. Afortunadamente, el in 
Contraloría generará los sumarios correspondientes”. 
En suma, el proyecto gas a precio justo ha 
sido un fracaso de principio a fin. 

Este lamentable y patético caso es un 
ejemplo de los efectos de la improvisa- 
ción, involucrando recursos fiscales, en la 
puesta en marcha de una política pública 
copiada, en este caso, del chavismo popu= 
lista. Las responsabilidades se han diluido 

y el exministro Jackson no ha mostrado 
ningún arrepentimiento. Afortunadamen- 
te, el informe de la Contraloría generará 
los sumarios correspondientes, para, a lo 
menos, definir algunas responsabilidades 
en este penoso episodio. 

Esta fallida experiencia del Estado 

ingresando a la actividad empresarial debe 
servir de alerta ya que basta recordar que en 
el programa del actual Gobierno se planteó 
la creación de la Empresa Nacional de 

Redes de Telecomunicaciones, la Empresa 
Nacional de Hidrógeno Verde, la Empresa 
Nacional del Litio, la Empresa Pública Co- 
mercializadora de Materiales de Construc 

la Empresa Pública de Industrializa- 

ción de Vivienda Sustentable, la Empresa 
Pública de Administración y Desarrollo de 

Infraestructura, además de una nueva Ban 
ca de Desarrollo. Varias de esas iniciativas 

han quedado en el olvido, enhorabuena, 
pero dan cuenta de la pulsión estatista de la 

  

orme de la 

actual administración, lo que actualmente 
se vislumbra en los pasos logrados para la 
creación de un administrador estatal de 

fondos previsionales, así como del futuro 
Fondo Estatal de Reparto. No nos debe 
extrañar que en los directorios de ambos 

organismos veamos sentados, entre otros, a 
los ideólogos del Gas a Precio Justo.   
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Tres claves aún pendientes 
en la reforma notarial 

  

areciente aprobación por parte del Senado del proyecto de 
ley que modifica el sistema registral y notarial -y su envío a 
la Cámara de Diputados para su tercer trámite- representa 
'un avance significativo hacia un sistema más transparente y 

justo. Uno de los cambios más relevantes es la eliminación de la 

intervención del Poder Judicial en el nombramiento de notarios, 

conservadores y archiveros, criticada por su discrecionalidad y 
falta de transparencia. Ahora, los nombramientos serán respon= 
sabilidad del Sistema de Alta Dirección Pública (ADP), sobre la 

base de méritos objetivos. 
Este nuevo contexto implicará administrar concursos para 

nombrar un total de 516 nuevos cargos. El proceso de recluta- 
miento será diferente al usual, ya que debiera basarse en una 
prueba de conocimientos, que requiere garantías de confiden- 
cialidad y calidad. Además, si se aprueba la norma que permitirá 
alos notarios servir hasta los 75 años, se generará un número 
significativo de vacantes durante el primer año de implemen- 
tación. Debido a la complejidad de administrar este proceso, se 
estima que los nuevos notarios comenzarían a nombrarse en 
2026 0 2027. 

Sin embargo, el proyecto no aborda adecuadamente los precios 
de los servicios nota= 

riales, que permanecen 
inalterados desde 1998 

y carecen de transpa- 
rencia. La ausencia de 

regulación en este ámbito 
es preocupante, ya que 
los valores actuales no 

reflejan las condiciones de 

competencia esperadas en 
un mercado de servicios 

esenciales para la comu- 
nidad. Es necesario y razonable crear un organismo indepen= 
diente que fije y revise periódicamente los precios. 

Por otro lado, la introducción de tecnologías para agilizar los 
trámites es un avance importante, aunque limitado. La posibi- 
lidad de realizar ciertos trámites sin presencia física, utilizando 

plataformas tecnológicas acreditadas, podría reducir significati- 
vamente los costos y tiempos de espera. 

Además, la fiscalización de las funciones notariales sigue 

siendo un área de preocupación. El proyecto no introduce 
innovaciones, manteniendo la supervisión bajo el Poder Judicial, 
un organismo que carece de la capacidad para esta tarea. Sería 
más apropiado que un ente autónomo y especializado, como una 
superintendencia, asumiera esta responsabilidad, asegurando 
estándares de calidad y eficiencia en el servicio. 

De esta forma, aunque el proyecto de ley representa un avance 
hacia un sistema registral y notarial más transparente y justo, es 
crucial que se aborden las deficiencias para evitar que las refor- 
mas queden a medio camino o se vuelvan obsoletas rápidamente. 
La implementación de un sistema de precios justo y transparen 
te, junto con una fiscalización adecuada, son pasos necesarios 
para asegurar que el sistema cumpla con las expectativas de los 
ciudadanos y se adapte a las necesidades del siglo XXI. 

“Preocupa la fiscalización 
de funciones. El proyecto 
mantiene la supervisión 
en el Poder Judicial. 
Sería más aproptada una 
superitendencia”. 
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